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IV. Los costos de información de la rendición de cuentas

Cualquier sistema de rendición de cuentas
enfrenta un problema derivado de los altos
costos de información que implica su fun-
cionamiento. La vigilancia implica costos
de tiempo y dinero: adquirir información,
procesarla y corroborarla. Con frecuencia,
esos costos de información son muy eleva-
dos. Por ejemplo, piénsese en los costos para
supervisar el funcionamiento de la burocra-
cia en México. Por un lado, la Secretaría de
la Contraloría ejerce un presupuesto anual
de cientos de millones de pesos y en su nó-
mina aparecen cientos de empleados y au-
ditores. Invierte millones de horas-hombre en
auditorías, visitas domiciliarias, procesos
administrativos y penales, difusión pública,
entre otros. Todos éstos son los costos de
información para vigilar a la burocracia.

La Cámara de Diputados también invier-
te cantidades extraordinarias de tiempo en
comparecencias, investigaciones, auditorías
y discusiones para vigilar al Ejecutivo. El
presupuesto de la Auditoría Superior de la
Federación es el reflejo más fiel de los costos
de información que asume el Congreso para
llamar a cuentas al Ejecutivo. Finalmente, el
Ejecutivo también invierte recursos humanos

y financieros para informar al Congreso y a
la opinión pública de sus actos: informes de
gobierno, informes periódicos, elaboración
de la cuenta pública, entre otros.22

Un diseño institucional deficiente de ren-
dición de cuentas puede volver demasiado
oneroso controlar el abuso del poder y llamar
a cuentas a los gobernantes. Una sociedad
puede invertir enormes cantidades de recur-
sos en crear instancias burocráticas que vi-
gilen al Ejecutivo, para descubrir después
que necesita otra instancia burocrática para
vigilar a ese vigilante. Y la cadena se puede
hacer infinita sin producir resultados. Las
leyes pueden obligar a los gobernantes a
informar de sus actos, pero si resulta difícil
comprobar esa información o si las sancio-
nes en caso de incumplimiento son de difícil
aplicación, el sistema de rendición de cuentas
será ineficaz.

22 La rendición de cuentas implica información imperfecta
y opacidad. Si la información fuera completa y perfecta,
no habría necesidad de instituciones de rendición de
cuentas porque los electores sabrían todas las consecuen-
cias de cada opción de política y conocerían con detalle
el desempeño de los políticos y los gobernantes (Andreas
Schedler, “Conceptualizing Accountability”..., op. cit.).
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Los países de derecho codificado como
México, han seguido con frecuencia la ruta
más ineficaz y onerosa para que sus gobier-
nos rindan cuentas. Se han creado innume-
rables controles administrativos para limitar
la corrupción, pero esos controles internos
sólo han dado lugar a altos costos burocrá-
ticos y administrativos y, en ocasiones, han
generado más corrupción. Los economistas
neoclásicos han mostrado cómo la sobrerre-
gulación burocrática sólo crea más espacios
para la corrupción, porque al haber más trá-
mites que cumplir, más oficios que llenar,
más reportes que entregar y más obstáculos
que evadir, surgen burócratas que lucran con
esa tramitología para exentar de esos trámi-
tes a otros burócratas que pagan sobornos y
dádivas para evadir el control.

Cuando la rendición de cuentas es asumi-
da por las élites políticas y burocráticas, su
costo se eleva y se concentra en el presu-
puesto público con resultados magros. Por
ello, se debe descentralizar la rendición de
cuentas para disminuir su costo y elevar su efi-
ciencia. Los politólogos Mathew McCubbins
y Thomas Schwartz23 han ejemplificado este
problema con la analogía de las alarmas de
detección de fuego y los carros de bombe-

ros. Para combatir los incendios, una ciudad
tiene dos opciones: estacionar un carro de
bomberos en cada esquina para que al pri-
mer indicio de humo acuda el carro más cer-
cano y apague el siniestro; o bien, colocar
una alarma de incendio en cada esquina para
que los vecinos la activen en caso necesario.
En el primer caso, el costo de apagar fuegos es
absorbido por el gobierno y su monto puede
ser altísimo. En el segundo caso, el costo es
compartido por el gobierno que instala alar-
mas y por la sociedad que detecta indicios
de fuego y activa la alarma en caso de peli-
gro. Es claro que las alarmas constituyen la
solución menos onerosa y más eficiente.

No obstante, en países como México se
ha optado más por colocar carros de bom-
beros en cada esquina en lugar de involu-
crar a la sociedad en la labor de vigilar el
desempeño de sus gobiernos y activar alar-
mas cuando haya indicios de corrupción y
comportamiento oportunista. Pero para que
la sociedad pueda detectar el humo y acti-
var las alarmas, es indispensable que los ve-
cinos puedan observar el humo y activar la
alarma. Y ese es el mayor problema de paí-
ses, como México, en los que sus gobier-
nos son opacos porque su información es
inaccesible, restringida y, con frecuencia,
los funcionarios no están obligados a pro-
porcionarla.

23 Mathew McCubbins y Thomas Schwartz, “Congressional
Oversight Overlooked: Police Patrol versus Fire Alarms”,
en American Journal of Political Sciences, núm. 28,
University of Wisconsin Press, 1984, pp. 165-169.
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Para que la sociedad detecte malos ma-
nejos y active la alarma del Congreso y de
otros entes de fiscalización, es necesario que
los gobiernos sean transparentes, que la in-
formación sea de acceso libre y público,
para que cualquier ciudadano, organización
o partido político pueda detectar irregula-
ridades e iniciar el proceso de rendición de
cuentas. Por eso, una ley de acceso a la in-

formación como la que se discute en México
es un cambio estructural que puede alterar
la lógica del sistema de rendición de cuen-
tas. La ruta de solución no se encuentra en
más leyes de control y en más oficios que
llenar, sino en descentralizar la vigilancia
y el sistema de rendición de cuentas –esto
es, instalar alarmas anticorrupción en todas
las esquinas de la sociedad.
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